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Señor(a)
JUEZ SEGUNDO LABORAL DEL CIRCUITO DE ZIPAQUIRA 
E.                                        S.                                        D.

 

 
            Ref.     Proceso Ordinario laboral 
                      Rad No. 25899 31 05 002 2022 00232 00
                      Demandante. MARIA DEL CARMEN CHICUAZUQUE GIL
                      Demandada.  ADMINISTRADORA DE FONDOS DE          
                       PENSIONES Y  CESANTÍAS PORVENIR S.A. y otras 

 
CATALINA RIVERA GÓMEZ,   identificada con Cédula de Ciudadanía No. 52
´350.839 de Bogotá y portadora de la T.P. No. 126.526 del C. S. de la J., adjunto a
la presente me permito remitir memorial con destino al proceso de la referencia. 

En cumplimiento de lo preceptuado en el Num. 14 Art. 78 del C.G.P., en
concordancia con la ley 2213 de 2022, se remite este mensajes con copia a los
apoderados judiciales de las demás partes intervinientes a las direcciones de correo
electrónico obrantes en el plenario. 
 

Del(a) Señor(a) Juez,

 

CATALINA RIVERA GÓMEZ
C.C. No. 52´350.839 de Bogotá
T.P. No. 126.526 del C. S. de la J. 
Calle 17 No. 4 - 68 Of. 1007
Edificio Proas (Bogotá)
Tels. (601) 717 84 15 / (313) 887 32 61

24/6/24, 11:33 Correo: Juzgado 02 Laboral Circuito - Cundinamarca - Zipaquirá - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AQMkAGExNDJiMjFkLTkyMTktNDFlNi04NGQwLTMxZTc1YzkwNmJlMQBGAAADr8DhnAAGnkaSRVm9b8OX… 1/1



Señor(a) 

JUZGADO SEGUNDO LABORAL DEL CIRCUITO DE ZIPAQUIRA  

E.    S.                    D. 

 

 

 

Ref.  Proceso ordinario laboral  

         Rad No. 25899 31 05 002 2022 00232 00  

         Demandante.   MARIA DEL CARMEN CHICUAZUQUE  

         Demandadas.   ADMINISTRADORA DE PENSIONES Y      

         CESANTIAS PORVENIR S.A. y otra  

         REFORMA DE LA DEMANDA 

 

 

CATALINA RIVERA GÓMEZ, identificada con Cédula de ciudadanía No. 

52´350.839 de Bogotá y portadora de la T.P. No. 126.526 del C. S de la J., 

Correo electrónico criverag@yahoo.com.ar, en mi calidad de 

apoderada de la demandante dentro del proceso de la referencia,  al 

despacho del señor Juez concurro con el fin de manifestarle que, 

estando dentro del término previsto en el artículo 28 del Código de 

Procedimiento laboral, procedo a REFORMAR la demanda de la 

referencia para adicionar: demandados, quienes fueron llamados a 

integrar el litis consorcio necesario, pretensiones y hechos que configuran 

la demanda en ciernes, para lo cual adjunto se remite escrito contentivo 

de la misma.  

 

Del(a) Señor(a) Juez,    

 

CATALINA RIVERA GÓMEZ 

C.C. No.  52´350.839 de Bogotá 

T.P.    No. 126.526 del  C. S. de la J. 
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Señor(a) 

JUZGADO SEGUNDO LABORAL DEL CIRCUITO DE ZIPAQUIRA  

E.    S.                    D. 

 

 

 

Ref.  Proceso ordinario laboral  

         Rad No. 25899 31 05 002 2022 00232 00  

         Demandante.   MARIA DEL CARMEN CHICUAZUQUE  

         Demandadas.   ADMINISTRADORA DE PENSIONES Y      

         CESANTIAS PORVENIR S.A. y otra  

         REFORMA DE LA DEMANDA 

 

 

CATALINA RIVERA GÓMEZ, identificada con Cédula de ciudadanía No. 

52´350.839 de Bogotá y portadora de la T.P. No. 126.526 del C. S de la J., 

Correo electrónico criverag@yahoo.com.ar, en mi calidad de 

apoderada de la señora MARIA DEL CARMEN CHICUAZUQUE GIL, 

identificada con Cédula de ciudadanía No. 20´491.534 de Chía  

promuevo PROCESO ORDINARIO LABORAL contra COLFONDOS PENSIONES 

Y CESANTIAS S.A. – FONDO DE PENSIONES OBLIGATORIAS, sociedad con 

domicilio principal en Bogotá, correo electrónico: 

procesosjudiciales@colfondos.com.co, representada legalmente por 

MARCELA GIRALDO GARCIA o por quien haga sus veces, también mayor 

de edad y con domicilio en esta ciudad, SKANDIA ADMINISTRADORA DE 

FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIAS S.A. (Antes OLD MUTUAL PENSIONES Y 

CESANTÍAS S.A.), sociedad con domicilio principal en Bogotá, Correo 

electrónico: : cliente@skandia.com.co, representada legalmente por 

JORGE EMILIO PACHECO MONROY o por quien haga sus veces, también 

mayor de edad y con domicilio en esta ciudad, estas dos vinculados por 

este estrado judicial en calidad de litisconsortes necesarios, SOCIEDAD 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A., 

sociedad con domicilio principal en Bogotá, Correo electrónico: 

notificacionesjudiciales@porvenir.com.co, representada legalmente por 

MIGUEL LARGACHA MARTINEZ o por quien haga sus veces, también 

mayor de edad y con domicilio en esta ciudad y contra la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, empresa 

comercial e industrial del Estado con domicilio principal en Bogotá, 

Correo electrónico: notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co, 

representada legalmente por ADRIANA GUZMAN o por quien haga sus 

veces, también mayor de edad y con domicilio en esta ciudad, para que 

mediante sentencia que haga tránsito a cosa juzgada se provea sobre 

las siguientes:  

PRETENSIONES 

 

DECLARATIVAS 

  

1. Se declare la ineficacia de la relación jurídica y/o nulidad de la 

afiliación de MARIA DEL CARMEN CHICUAZUQUE a la sociedad 

mailto:criverag@yahoo.com.ar
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administradora de fondos de pensiones COLFONDOS PENSIONES Y 

CESANTIAS S.A. – FONDO DE PENSIONES OBLIGATORIAS y que 

conllevó el traslado de régimen pensional efectuado el pasado 

DIEZ (10) DE AGOSTO DE MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y CUATRO 

(1994).  

 

2. Se declare la ineficacia de la relación jurídica y/o nulidad de la 

afiliación de MARIA DEL CARMEN CHICUAZUQUE a la 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 

PORVENIR S.A. (AFP COLPATRIA, ENTIDAD ABSORBIDA), y que 

conllevó el cambio de administradora de pensiones efectuado el 

pasado VEINTIDOS (22) DE DICIEMBRE DE MIL NOVECIENTOS 

NOVENTA Y CUATRO (1994). 

 

3. Se declare la ineficacia de la relación jurídica y/o nulidad de la 

afiliación de MARIA DEL CARMEN CHICUAZUQUE a la 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 

PORVENIR S.A. (AFP COLPATRIA, ENTIDAD ABSORBIDA), y que 

conllevó el cambio de administradora de pensiones efectuado el 

pasado VEINTINUEVE (29) DE SEPTIEMBRE DE MIL NOVECIENTOS 

NOVENTA Y CINCO (1995). 

 

4. Se declare la ineficacia de la relación jurídica y/o nulidad de la 

afiliación de MARIA DEL CARMEN CHICUAZUQUE a la SKANDIA 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIAS S.A 

(Antes OLD MUTUAL PENSIONES Y CESANTÍAS S.A.), y que conllevó el 

cambio de administradora de pensiones efectuado el pasado mes 

NOVIEMBRE DE MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y SEIS (1996). 

 

5. Declarar la nulidad, ineficacia o falta de requisitos del traslado y 

afiliación de  la  señora  MARÍA  DEL  CARMEN  CHICUAZUQUE  GIL  

ante  la  SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PORVENIR S.A., por no efectuarse el consentimiento 

informado, falta de información veraz y suficiente, y libertad 

informada en la afiliación y traslado de régimen, la que conllevó el 

cambio de administradora de pensiones efectuado el pasado mes 

de MAYO DE DE MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y SIETE (1997) 

 

6. Que se declare que la demandada o vinculada SOCIEDAD 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 

PORVENIR S.A. tiene la obligación de  devolver a la administradora 

del sistema de prima media con prestación definida denominada  

Administradora Colombiana de Pensiones - COLPENSIONES, todos 

los valores u aportes, cotizaciones, bonos pensiónales, sumas 

adicionales recibidos con motivo de la afiliación de  la  señora  

MARÍA  DEL  CARMEN  CHICUAZUQUE  GIL, con todos sus frutos e 

intereses que hubiera recibido sin ningún tipo de descuento por 

cuota de administración.  

 

7. Que se mantenga activa la señora MARÍA DEL CARMEN 

CHICUAZUQUE GIL al régimen de prima media con prestación 



definida, hoy administrado por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA 

DE PENSIONES – COLPENSIONES. 

 

CONDENATORIAS 

 

1. Se condene a SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 

PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A. a devolver a la 

Administradora Colombiana de Pensiones - COLPENSIONES, todos 

los valores recibidos con motivo de la afiliación de mi 

representada, tales como, cotizaciones, bonos pensiónales, sumas 

adicionales con todos sus frutos e intereses sin ningún tipo de 

descuento por cuota de administración 

 

2. Que se condene a COLFONDOS PENSIONES Y CESANTIAS S.A. – 

FONDO DE PENSIONES OBLIGATORIAS. a reconocer y pagar todos 

los perjuicios materiales irrogados por el hecho de no haberse 

brindado adecuada y recta asesoría al momento de la afiliación 

al régimen de ahorro individual a la señora MARÍA DEL CARMEN 

CHICUAZUQUE GIL, esto es, al momento en que se verifico su 

traslado de régimen pensional 

 

3. Que se condene a COLPENSIONES a reactivar la afiliación al 

régimen pensional de prima media con prestación definida 

 

4. Que se condene a COLPENSIONES a recibir de parte de la 

SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PORVENIR S.A. todos los valores recibidos con motivo de 

la afiliación de MARÍA DEL CARMEN CHICUAZUQUE GIL, tales como, 

cotizaciones, bonos pensiónales, sumas adicionales con todos sus 

frutos e intereses 

 

5. Que se condene a la indexación y las demás que se encuentren 

probadas conforme a las facultades ultra y extra petita 

 

6. Se condene a las demandadas en costas y agencias en derecho 

del presente proceso. 

 

HECHOS 

 

1. La señora MARÍA DEL CARMEN CHICUAZUQUE GIL nació el 01 de 

octubre de 1961 y en la actualidad cuenta con 60 años. 

 

2. La señora MARÍA DEL CARMEN CHICUAZUQUE GIL desde el año 

1987 se vinculó al entonces INSTITUTO DE SEGURO SOCIAL, hoy 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES. 

 

3. En el año 1.994, la AFP COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTÍAS, 

por intermedio de uno de sus funcionarios le ofertó a mi cliente que 

se trasladara al régimen de ahorro individual, porque según su 

consejo, este sistema era más beneficioso en el quantum 



pensional, que el del régimen de prima media con prestación 

definida que ostentaba. 

 

4. El día DIEZ (10) DE AGOSTO DE MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y 

CUATRO (1994), la señora CHICUAZUQUE GIL suscribió formulario de 

afiliación a AFP COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTÍAS, 

mediante el cual se trasladó al Régimen de ahorro individual con 

solidaridad.  

 

5. El traslado a la AFP Colfondos Pensiones y Cesantías S.A. se debió a 

que los asesores de esta manifestaron a mi mandante que el 

Instituto de Seguros sociales iba a quebrar y que perdería el valor 

de sus aportes y que en el evento de no acabarse el ISS la mesada 

pensional que le podría corresponder en este fondo, es decir, AFP 

Colfondos iba a ser mayor a la que le pudiera otorgar el ISS de 

acuerdo con sus ingresos.  

 

6. Al momento de su traslado a la A.F.P. Colfondos Pensiones y 

Cesantías S.A.  no se le prestó una asesoría previa en la cual se 

informará sobre las ventajas, desventajas y demás consecuencias 

trascendentales de su traslado al Régimen de ahorro individual 

con solidaridad, así como las diferencias entre uno u otro régimen 

y en general todas las implicaciones que tendría dicho traslado 

sobre sus derechos pensionales, los cuales debía tener en cuenta 

al momento de tomar una decisión tan trascendental como lo es 

el cambio de régimen pensional.   

 

7. La A.F.P Colfondos Pensiones y Cesantías S.A. no asesoró a la 

demandante respecto del régimen que más le convenía, teniendo 

en cuenta entre otras cosas, su historia laboral, edad, tiempo que 

llevaba laborando y cotizando.  

 

8. La demandada Colfondos Pensiones y Cesantías S.A. al momento 

de efectuarse el traslado de régimen pensional, no le informo a mi 

mandante cuanto debía ser el capital que debía acumular en su 

cuenta de ahorro individual para adquirir el derecho a una 

pensión y con que monto, o cuanto necesitaba tener en su cuenta 

para pensionarse a determinada edad o para mantener su mínimo 

vital. 

 

9. El fondo privado Colfondos Pensiones y Cesantías S.A., al momento 

del traslado de régimen pensional de la demandante, no le 

informó que no todo el aporte mensual que hiciera iría a su cuenta 

individual, y que parte de este se destinaría al pago de primas de 

seguros para atender las pensiones de invalidez y de 

sobrevivientes, la asesoría para la contratación de la renta vitalicia, 

financiar el fondo de solidaridad pensional y cubrir el costo de 

administración del régimen; y como influiría esto en su pensión. 

 



10. El fondo privado Colfondos Pensiones y Cesantías S.A.  al momento 

del traslado de régimen pensional del demandante, no le informó 

sobre el derecho de retracto, en qué consistía y el tiempo con que 

contaba para ejercer el mismo.  

 

11. El fondo privado COLFONDOS PENSIONES Y CESANTÍAS S.A.  al 

momento del traslado de régimen pensional de la demandante, 

no le Informó que el monto de su pensión en ese régimen se 

liquidaría teniendo en cuenta la expectativa de vida conjunta, 

tanto del afiliado como de sus beneficiarios; y como influiría esto 

en su pensión. 

 

12. El fondo privado COLFONDOS PENSIONES Y CESANTÍAS S.A. al 

momento del traslado de régimen pensional de la demandante, 

no le hizo proyecciones futuras de su pensión, con las hipótesis que 

podrían surgir en cada uno de los regímenes pensiónales. 

 

13. El fondo privado COLFONDOS PENSIONES Y CESANTÍAS S.A.  al 

momento del traslado de régimen pensional del demandante, no 

le informó sobre la tasa de reemplazo en relación con la pensión 

de vejez en el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, y 

como influiría esto en su pensión 

 

14. El fondo privado COLFONDOS PENSIONES Y CESANTÍAS S.A.  al 

momento del traslado de régimen pensional de mi representada, 

no le informó sobre las condiciones requeridas en el Régimen de 

Ahorro Individual para pensionarse anticipadamente.  

 

15.  COLFONDOS PENSIONES Y CESANTÍAS S.A.  no les otorgó a sus 

asesores una capacitación adecuada, para que, a su vez, estos 

proporcionaran una información veraz y certera a mi cliente al 

momento de suscribir el formulario de vinculación. 

 

16. COLFONDOS PENSIONES Y CESANTÍAS S.A.  no informó a mi cliente 

que la conformación de su núcleo familiar tendría incidencia en el 

cálculo de su mesada pensional.  

 

17. La demandante efectuó cambio de administradora de fondo de 

pensiones (traslado horizontal) el pasado VEINTIDOS (22) DE 

DICIEMBRE DE MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y CUATRO (1994), 

afiliándose a la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PORVENIR S.A. (AFP COLPATRIA, ENTIDAD ABSORBIDA)  

 

18. El día VEINTINUEVE (29) DE SEPTIEMBRE DE MIL NOVECIENTOS 

NOVENTA Y CINCO (1995), la señora MARIA DEL CARMEN 

CHICUAZUQUE, proveniente de CAJANAL, se afilió a la 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 

PORVENIR S.A. (AFP COLPATRIA, ENTIDAD ABSORBIDA), conllevando 

un cambio de administradora de pensiones (Traslado Horizontal).  

 



19. La señora MARIA DEL CARMEN CHICUAZUQUE se cambió de fondo, 

afiliándose a SKANDIA ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES 

Y CESANTIAS S.A (Antes OLD MUTUAL PENSIONES Y CESANTÍAS S.A.) 

el pasado mes NOVIEMBRE DE MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y SEIS 

(1996). 

 

20. Actualmente, la demandante se encuentra afiliada en la 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 

PORVENIR S.A., desde el pasado mes de MAYO DE MIL 

NOVECIENTOS NOVENTA Y SIETE (1997) 

 

21. La SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PORVENIR S.A no le informó a la señora MARÍA DEL 

CARMEN CHICUAZUQUE GIL que podría devolverse al régimen de 

prima media, lo cual debía hacer hasta antes de que le faltasen 10 

años para el cumplimiento de la edad de pensión. 

 

22. Por solicitud de la señora MARÍA DEL CARMEN CHICUAZUQUE GIL la 

SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PORVENIR S.A, realizó la proyección de su mesada 

pensional, indicándole que su pensión ascendería a un valor 

bastante inferior al que hubiese alcanzado en el régimen de prima 

media.  

 

23. El 22 de marzo de 2022, la señora MARÍA DEL CARMEN 

CHICUAZUQUE GIL radicó ante la SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE 

FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A., solicitud 

referente a la ineficacia o nulidad del traslado efectuado al 

régimen de ahorro individual. 

 

24. El 22 de marzo de 2022, la señora MARÍA DEL CARMEN 

CHICUAZUQUE GIL elevó reclamación administrativa ante la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, 

con el fin de que se declarara la nulidad y/o ineficacia del 

traslado efectuado al régimen de ahorro individual, atendiendo la 

falta de información oportuna y verás otorgada al momento de 

efectuarse el traslado. 

 

25. Con comunicación del 22 de marzo de 2.022 la ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, resolvió 

negativamente la petición elevada. 

 

26. Mediante comunicación del 6 de abril de 2.022 la SOCIEDAD 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 

PORVENIR S.A., resolvió negativamente la petición elevada.  

 

27. A la fecha la señora MARÍA DEL CARMEN CHICUAZUQUE GIL, al 

sumar los tiempos cotizados como empleada pública, 

Colpensiones y la AFP Porvenir S.A., cumple con los requisitos para 



el reconocimiento del derecho pensional, como da cuenta las 

historias pensionales aportadas con la presente demanda. 

 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Art. 48, 53, 58 de la Constitución Política, Arts. 13 literal b), 21, 36, 141, , 271 

y 272 de la Ley 100 de 1993, Art. 12 del Acuerdo 049 de 1990 aprobado 

por el Dcto. 758 de 1990, Acto legislativo 01 de 2005, Art. 97 Numeral 1º 

del Dcto. 663 de 1993 (Estatuto orgánico del Sistema Financiero) 

modificado por el art. 23 de la Ley 797 de 2003, artículo 3º literal c) de la 

Ley 1328 de 2009, Dcto. 2241 de 2010, Ley 1748 de 2014, Art. 3º del Dcto. 

2071 de 2015, Circular externa No. 016 de 2016.  

 

JURISPRUDENCIA PACÍFICA DE LA SALA LABORAL DE LA CORTE SUPREMA DE 

JUSTICIA 

 

1. DEBER DE INFORMACIÓN 

 

De conformidad con el artículo 13 de la Ley 100 de 1993 literales b) y e), 

para el momento del traslado señalaba: 

 

b) La selección de uno cualquiera de los regímenes previstos por el 

artículo anterior es libre y voluntaria por parte del afiliado, quien 

para tal efecto manifestará por escrito su elección al momento de 

la vinculación o del traslado. El empleador o cualquier persona 

natural o jurídica que desconozca este derecho en cualquier 

forma, se hará acreedor a las sanciones de que trata el inciso 1o. 

del artículo 271 de la presente Ley;  

 

e) Los afiliados al Sistema General de Pensiones podrán escoger el 

régimen de pensiones que prefieran. Una vez efectuada la 

selección inicial, éstos sólo podrán trasladarse de régimen por una 

sola vez cada tres (3) años, contados a partir de la selección 

inicial, en la forma que señale el gobierno nacional. 

 

En relación con esta norma la H. Corte en sentencia SL2177 de 2022, 

reiterando la posición de la Sala indicó:  

 

“(…)… la Sala ha manifestado su posición en el sentido que la 

información precisa, es un elemento esencial para pregonar que 

hubo libertad en la toma de la decisión, lo cual supone, 

necesariamente, el conocimiento de las consecuencias positivas y 

negativas de su acogimiento, al respecto se reitera lo expresado 

por la Corporación entre otras en las sentencias CSJ SL1126-2022, 

CSJ SL3611-2021 y CSJ SL5860-2021, en las que se expuso: 

 

Con tal objeto, es importante recordar, en lo relativo a dicha 

obligación, que en sentencias CSJ SL1452-2019, CSJ SL1688-2019 y 

CSJ SL1689-2019, la Corte explicó que de acuerdo con el literal b) 



del artículo 13 de la Ley 100 de 1993, los trabajadores tienen la 

opción de elegir «libre y voluntariamente» el régimen pensional que 

mejor convenga y consulte sus intereses. Para la Sala, tal expresión 

presupone conocimiento, lo cual solo es posible alcanzar cuando 

se conocen a plenitud las consecuencias de una decisión de esta 

índole.  

 

De esta forma, la Sala precisó que no puede alegarse «que existe 

una manifestación libre y voluntaria cuando las personas 

desconocen sobre la incidencia que aquella pueda tener frente a 

sus derechos prestacionales, ni puede estimarse satisfecho tal 

requisito con una simple expresión genérica; de allí que desde el 

inicio haya correspondido a las Administradoras de Fondos de 

Pensiones dar cuenta de que documentaron clara y 

suficientemente los efectos que acarrea el cambio de régimen, so 

pena de declarar ineficaz ese tránsito» (CSJ SL12136-2014).  

 

Igualmente, resaltó que el Decreto 663 de 1993, «Estatuto Orgánico 

del Sistema Financiero», aplicable a las AFP desde su creación, 

prescribió en el numeral 1.° del artículo 97, la obligación de las 

mismas de «suministrar a los usuarios de los servicios que prestan la 

información necesaria para lograr la mayor transparencia en las 

operaciones que realicen, de suerte que les permita, a través de 

elementos de juicio claros y objetivos, escoger las mejores 

opciones del mercado».  

 

Finalmente, aludió a que la Ley 795 de 2003, «Por la cual se ajustan 

algunas normas del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y se 

dictan otras disposiciones», recalcó en su artículo 21 este deber 

preexistente de información a cargo de las AFP, en el sentido que 

la información suministrada tenía como propósito no solo evaluar 

las mejores opciones del mercado sino también la de «poder 

tomar decisiones informadas». 

 

En ese orden de ideas, el deber de información recae sobre bases 

mucho más reales y eficaces en relación con lo suministrado a el afiliado 

al momento del cambio de régimen pensional, de suerte que, implicaba 

como una obligación superior para la AFP el informar de manera clara y 

precisa los beneficios, ventajas, desventajas del cambio prevención del 

riesgo, en general una información transparente y suficiente que le 

permitiera en ese momento a la señora María del Carmen, elegir entre las 

distintas opciones y por supuesto, la que mejor se ajustara a sus intereses 

presentes y futuros. (ver. Sentencia CSJ SL5174-2021).  

 

No cabe duda de que la afiliada ahora demandante MARÍA DEL 

CARMEN CHICUAZUQUE GIL firmó el formulario de afiliación a la 

SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIAS 

PORVENIR S.A., pues lo hizo guiada por lo manifestado por los asesores de 

la administradora de pensiones, los que faltaron a su deber de informarle 

lo necesario a fin de tomar una decisión tan trascendental, como lo era 



el fondo al que debía afiliarse y su futuro derecho pensional. No obstante, 

no le advirtieron sobre las desventajas del traslado, como tampoco le 

hicieron proyecciones o cálculos individuales del monto pensional, 

quedando con ello demostrado que al momento de brindar asesoría a la 

señora Chicuazuque, no le indicaron los pormenores de los dos 

regímenes que subsisten. 

 

Además, de acuerdo con lo manifestado por la Corte Suprema de 

Justicia – Sala de Casación Laboral en pronunciamiento del 03 de 

septiembre de 2014, radicación 46292, solo a través de la demostración 

de la existencia de la libertad informada para el cambio de régimen, es 

que el juzgador puede avalar el mismo, por cuanto a los Jueces no les 

debe bastar con advertir que existió un traslado al régimen de ahorro 

individual con solidaridad, sino que es menester, para la solución, advertir 

que el mismo era válido.  

 

En conclusión, no se trata de la simple suscripción de un formulario en 

donde se consigne la elección de régimen, sino, que dicho acto debe 

estar precedido de la real información, clara, comprensible y suficiente 

de las consecuencias del traslado. Pues, como lo ha indicado la Corte 

Suprema en su Sala Laboral “ por el hecho de la suscripción de un 

formulario de afiliación no es posible inferir que la persona conocía los 

verdaderos efectos que sobre sus derechos pensionales podía tener la 

decisión de trasladarse, lo que además no puede considerase como 

satisfecho con una simple expresión genérica «HAGO CONSTAR QUE LA 

SELECCIÒN DEL RÈGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL CON SOLIDARIDAD LA 

HE EFECTUADO EN FORMA LIBRE, ESPONTÀNEA Y SIN PRESIONES (…)», 

(F.°146 del cuaderno principal) o con el hecho de que la afiliada no haya 

demostrado en el transcurso del tiempo inconformidad alguna sobre el 

cambio en el sistema pensional que hizo.” 

 

De manera que, los argumentos expuestos por la AFP en la reclamación 

se caen de su propio peso y dan a entender que evidentemente no 

existe una prueba que acredite que hicieron como lo destaca la Corte su 

deber de informar a mi cliente al momento de elegir el régimen 

pensional, lo que ha conllevado a una afectación en sus intereses 

personales y pensionales.  

 

2. EFECTO JURIDICO DE LA INEFICACIA DE TRASLADO 

 

La Sala laboral de la Corte en sentencia SL2177 de 2022, al respecto 

indicó:  

 

“La Sala de la Corte Suprema de Justicia es del criterio que la reacción 

del ordenamiento jurídico a la afiliación desinformada es la ineficacia, o 

la exclusión de todo efecto jurídico del acto de traslado. Por consiguiente, 

el examen del acto del cambio de régimen pensional, por transgresión del 

deber de información, debe abordarse desde la institución de la ineficacia 

en sentido estricto (CSJ SL1688-2019, CSJ SL3464-2019, CSJ SL4360-

2019, CSJ SL1949-2021 y CSJ SL1465-2021, entre muchas otras). 



  

Lo anterior, debido a que en el artículo 271 de la Ley 100 de 1993, el 

legislador consagró de manera expresa que la violación del derecho a la 

afiliación libre del trabajador es la ineficacia. En efecto, el citado precepto 

refiere que cuando «el empleador, y en general cualquier persona natural 

o jurídica que impida o atente en cualquier forma contra el derecho del 

trabajador a su afiliación y selección de organismos e instituciones del 

Sistema de Seguridad Social Integral […] la afiliación respectiva quedará 

sin efecto». 

 

Claro lo anterior, también lo es la equivocación del Tribunal. En efecto, la 

norma en cita no establece que el empleador o sus representantes son los 

únicos que tienen la posibilidad de violar el derecho a la libre elección de 

régimen pensional. Dicho precepto tiene un alcance mucho más amplio, 

pues quien lesiona la referida prerrogativa, puede hacerlo de «cualquier 

forma», es decir, a través de facultades subordinantes con el uso de 

presiones indebidas, o bien por parte de las AFP en el marco de una 

relación precontractual mediante el incumplimiento del deber de 

información. Es más, el sujeto pasivo de la conducta lesiva tampoco se 

contrae al trabajador subordinado; igualmente cobija a los independientes, 

y en general, a los afiliados obligatorios y voluntarios al sistema de 

seguridad social integral. 

 

Ahora bien, respecto de la obligación de informar y el hecho de que sea 

beneficiario o no del régimen de transición resulta importante recordar 

que: 

 

Pues, ni la legislación ni la jurisprudencia de esta Corporación, tienen 

establecido que el afiliado debe ser titular del régimen de transición o 

contar con una expectativa pensional en el régimen de prima media con 

prestación definida, para que proceda la ineficacia del traslado al régimen 

de ahorro individual con solidaridad, por el incumplimiento del deber de 

información, tal como se adoctrinó entre otras en sentencias CSJ SL1452-

2019, SL1688-2019, SL1689-2019, por cuanto “la violación del deber de 

información se predica frente a la validez del acto jurídico de traslado, 

considerado en sí mismo”. 

 

Así entonces, es la propia ley la que sanciona con severidad el 

incumplimiento íntegro de los deberes de información que les atañe, e 

incluso para la controversia aquí suscitada, de un lado, porque la simple 

manifestación genérica de aceptar las condiciones no era suficiente, y de 

otro, correspondía dar cuenta de que se actuó con diligencia” (CSJ SL 

4025-2021).  

 

3. OBLIGACIONES Y DEBERES DE LAS ADMINISTRADORAS DE PENSIONES EN 

EL REGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL 

 

Las administradoras de pensiones del régimen de ahorro individual son 

entidades financieras privadas que cumplen por delegación 

Constitucional, funciones públicas en materia de seguridad social, como 

son la de manejar los fondos con los que se han de financiar las 

pensiones de sus usuarios. De la misma manera estas entidades 



profesionales y especializadas, ejercen en esencia funciones fiduciarias, 

que buscan no solamente alcanzar sus metas económicas, sino también 

proteger el interés colectivo.  

 

Ahora, de acuerdo con el artículo 14 del decreto 656 de 1994, las 

obligaciones y deberes que tienen las Administradoras de pensiones son 

las siguientes:  

 

a) Gestión administrativa con permanente separación contable, 

bancaria y financiera de los recursos propios de los afiliados. Es 

decir, el usuario debe tener toda la información completa de la 

historia previsional de sus afiliados, de manera tal que sepa con 

exactitud cuándo reúne los requisitos para disfrutar del derecho  

a la pensión de vejez.  

 

En el caso presente, a mi cliente nunca se le ha informado por 

parte de las entidades demandadas, cuando se va a pensionar y 

solo hasta ahora, se nos indica la grave situación pensional de  

la demandante. 

 

b) Gestión de inversión que debe hacerse respetando los límites y 

clases para la colocación de los recursos. 

c) Gestión de afiliación: Frente a este deber, las entidades 

financieras, sin un buen consejo y con el objetivo  

de ganar un nuevo afiliado, menoscabaron el derecho a la 

información de mi cliente, quien en estos momentos está sufriendo 

las consecuencias de la irresponsabilidad profesional de los fondos 

privados en el asesoramiento. 

d) Gestión de recaudo. 

e) El deber de información (Esta obligación comprende desde la 

antesala de la afiliación hasta la determinación de las condiciones 

para el disfrute pensional): Partiendo de que los fondos privados 

ejercen una actividad especializada, todo usuario a la seguridad 

social confían sobre el poder de conocimiento del gestor o 

representante, quien tiene un deber de ilustración apropiada, con 

el objetivo de ser leal en la administración de los intereses 

encomendados. Máxime, si estamos hablando de derechos 

fundamentales, como lo es la Seguridad Social. 

 

Esta obligación de información es tácitamente aceptada cuando 

el deudor es un profesional especializado y este debe asesorar los 

aspectos negativos o positivos del encargo, subrayando de forma 

exacta, expresa y pertinentes los riesgos que conllevan una 

decisión, con el objetivo de que el cliente sea advertido de los 

peligros en que se puede encontrar y de la forma de evitarlos. Por 

otra parte, dentro de esta obligación y deber profesional está la 

de rechazar al futuro usuario, cuando la oferta es negativa e 

inconveniente a la situación pensional del interesado. 

f) Gestión de asesoría en materias complejas como la de indicar a 

sus afiliados el mejor plan de pensión, el mejor portafolio de 



inversiones, y la información más completa. Mi cliente neófita, en 

estos temas de seguridad social, fue asaltada en su ingenuidad, 

confió en la indicación supuestamente profesional del asesor, pero 

es importante advertir que esta no fue completa y real frente al 

caso particular de mi cliente.  En el caso presente, la demandante 

nunca fue advertida que el monto pensional y el ingreso base de 

liquidación del régimen que ostentaba era mejor o más favorable 

al que estaba ahora contratando. Pues si esta, hubiese entendido 

lo anterior, por lógica no se hubiese trasladado.  

 

Por otra parte, no existe por parte de las entidades demandadas 

una información adecuada, suficiente y cierta, para que mi cliente 

bajo su real consentimiento se haya trasladado a un fondo 

privado, prueba de ello es que a mi cliente no se le informo o 

entrego proyecciones presentes o futuras de la decisión que 

estaba adoptando, solo falsas promesas de que el I.S.S., se iba a 

liquidar y que no habría dinero para pagar las pensiones, como 

también que las pensiones de los fondos privados tenían unos 

montos más altos y benéficos que los que podría otorgar el 

régimen de prima media que se iba desaparecer. 

 

Es decir, la entidad demandada faltó al deber del buen consejo, 

como es el de efectuar un ejercicio más activo en la información y 

no callar la información que afectaría los derechos pensionales de 

mi cliente, por el solo hecho de ganar un afiliado. Como también 

la entidad debió ejercer vigilancia del acontecer dinámico 

pensional de mi cliente, como además ejercer transparencia y 

contacto con el usuario sobre su mejor derecho pensional, 

especialmente si la entidad privada de seguridad social recibe 

como pago por su labor una cuota de administración mensual que 

es cancelada por el afiliado. 

 

g) Es así, que estas entidades, en protección al interés colectivo, 

deben dirigir sus actividades bajo la ética del servicio público, bajo 

una perfecta diligencia, prudencia, pericia y buena fe como le 

corresponde a un profesional. 

 

Ahora, el artículo 13 de la ley 100 de 1993, señala que la afiliación 

al sistema general de pensiones debe ser libre y voluntaria y que, 

de no ser así, la afiliación quedará sin efecto y podrá realizarse 

nuevamente en forma libre y espontánea por parte del trabajador.  

 

De la misma manera, el artículo 272 de la ley 100 de 1993, señala 

que la aplicación del sistema integral de seguridad social no 

tendrá en ningún caso, aplicación cuando menoscabe la libertad, 

dignidad humana o los derechos de los trabajadores. 

 

En referencia al caso en cuestión, no existe en puridad de verdad, 

ninguna información clara y detallada de las graves 

consecuencias pensionales en contra de mi cliente y este silencio 



se traduce al traslado de la carga de la prueba del afiliado o 

futuro pensionado a la entidad profesional y especializada en 

seguridad social. 

 

Así lo ha dicho, la Corte Suprema de Justicia en su Sala Laboral, en 

sentencia del 9 de septiembre de 2008, radicación 31989, 

ratificada con la sentencia número SL12136 DE 2014, radicación 

46292, del 3 de septiembre de 2014, Magistrada Ponente Doctora 

ELSY DEL PILAR CUELLO CALDERON, que dice:  

 

“A juicio de esta Sala no podría argüirse que existe una 

manifestación libre y voluntaria cuando las personas desconocen 

sobre la incidencia que aquella pueda tener frente a sus derechos 

prestacionales, ni puede estimarse satisfecho tal requisito con una 

simple expresión genérica; de allí que desde el inicio haya 

correspondido a las Administradoras de Fondos de Pensiones dar 

cuenta de que documentaron clara y suficientemente los efectos 

que acarrea el cambio de régimen, so pena de declarar ineficaz 

ese tránsito. 

 

Solo a través de la demostración de la existencia de la libertad 

informada para el cambio de régimen, es que el juzgador podría 

avalar su transición; no se trata de demostrar razones para 

verificar sobre la anulación por distintas causas fácticas, sino de 

determinar si hubo eficacia en el traslado, lo que es relevante para 

entrar a fijar la pérdida o no de la transición normativa. Al juzgador 

no le debe bastar con advertir que existió un traslado al régimen 

de ahorro individual con solidaridad, sino que es menester, para la 

solución, advertir que la misma es válida, lo cual resulta un 

presupuesto obvio, máxime cuando esta Sala ha sostenido que el 

régimen de transición no es una mera expectativa.” 

 

Sobre el particular, recientemente la Corte, también ha dicho:  

 

“No hay tampoco información concreta de que el actor estaba 

suficientemente informado de las consecuencias de su decisión de 

trasladarse, que en sus condiciones particulares se tornaba más 

gravosas, si se piensa en la pérdida del régimen de transición 

contemplado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993.” (CORTE 

SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION LABORAL, 

MAGISTRADO PONENTE DOCTOR RIGOBERTO ECHEVERRI 

BUENO, SL9519-2015, RADICACION 55055) 

 

Es importante señalar, que conforme el artículo 1603 y 1604 del Código 

Civil, los contratos deben efectuarse de buena fe y la prueba o diligencia 

o cuidado incumbe al que ha debido emplearlo, en este caso la entidad  

profesional en seguridad social.  

 

En el mismo sentido, la Doctrina ha indicado que dentro de las 

obligaciones que dimanan de la buena fe contractual, en materia de 

responsabilidad profesional se encuentra la obligación del buen consejo 



o asesoría con el cliente, para lo cual deben tenerse en cuenta todas las 

alternativas posibles, debiendo siempre imperar la objetividad, veamos: 

 

“5.3 OBLIGACIÓN DEL CONSEJO O ASESORÍA 

Al lado del deber de informar está el de aconsejar. Una vez 

suministrada la información general pertinente, el profesional debe 

asesorar o aconsejar a su cliente. Conocidas todas las variables, 

el cliente espera que el experto le brinde consejos acerca de las 

mejores alternativas con que cuenta. Lo debe informar con 

objetividad sobre las razones de su preferencia, sin que incurra en  

apasionamientos o desequilibrios que sesguen la decisión del 

cliente.” (García Vásquez Diego Fernando, La Responsabilidad 

Profesional y su Aseguramiento,Librería Ediciones del Profesional 

LTDA, pág.10) 

 

Vale agregar también, como lo señalo la sentencia de la Corte Suprema 

de Justicia, del 9 de septiembre de 2008, radicación 31989, “que la 

actuación viciada de traslado del régimen de prima media con 

prestación definida al de ahorro individual, no se convalida por los 

traslados de administradoras dentro de este último régimen; ciertamente, 

la decisión de escoger entre una y otra administradora de ahorro 

individual, no implica la ratificación de la decisión de cambio de régimen 

que conlleva modificar sensiblemente el contenido de los derechos 

prestacionales”.  

 

Como conclusión: La asesoría inoportuna o insuficiente, sobre aspectos 

del tránsito de régimen indican que la decisión no tuvo una compresión 

suficiente y por lo tanto no existió un real consentimiento para adoptarla 

y que por lo tanto en traslados de régimen de transición, este solo es 

eficaz cuando existe un consentimiento informado. Asi lo dijo la Corte:  

 

“Surge obvio que el alcance del tránsito del régimen de prima media al de 

ahorro individual con solidaridad, pudo traer para un contingente de 

personas la pérdida de la transición; por las características que el mismo 

supone, es necesario determinar si también en esos eventos puede 

predicarse simple y llanamente que existió libertad y voluntariedad para 

que el mismo se efectuara. 

 

Realizar dicha tarea debe partir de elementos objetivos, esto es que la 

libertad en la toma de una decisión de esa índole solo puede justificarse 

cuando está acompañada de la información precisa, en la que se 

delimiten los alcances positivos y negativos en su adopción. 

 

Una inoportuna o insuficiente asesoría sobre los puntos del tránsito de 

régimen son indicativos de que la decisión no estuvo precedida de la 

comprensión suficiente, y menos del real consentimiento para adoptarla. 

Es evidente que cualquier determinación personal de la índole que aquí 

se discute, es eficaz, cuando existe un consentimiento informado; en 

materia de seguridad social, el juez no puede ignorar que, por la 

trascendencia de los derechos pensionales, la información, en este caso, 

del traslado de régimen, debe ser de transparencia máxima. 

 



Para este tipo de asuntos, se repite, tales asertos no comprenden solo 

los beneficios que dispense el régimen al que pretende trasladarse, que 

puede ser cualquiera de los dos (prima media con prestación definida o 

ahorro individual con solidaridad), sino además el monto de la pensión 

que en cada uno de ellos se proyecte, la diferencia en el pago de los 

aportes que allí se realizarían, las implicaciones y la conveniencia o no de 

la eventual decisión y obviamente la declaración de aceptación de esa 

situación. Esas reglas básicas, permiten en caso de controversia estimar 

si el traslado cumplió los mínimos de transparencia, y de contera, sirven 

de soporte para considerar si el régimen de transición le continuaba o no 

siendo aplicable.” (SL12136 DE 2014, radicación 46292, del 3 de 

septiembre de 2014, Magistrada Ponente Doctora ELSY DEL PILAR 

CUELLO CALDERON). 

 

La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en 

sentencia SL17595-2017, de radicado 46292 del 18 de octubre de 2017 se 

pronunció sobre el tema que nos ocupa, para lo cual señaló: 

 

“Así, en el asunto bajo escrutinio, brilla por su ausencia, los deberes y 

obligaciones que la jurisprudencia ha trazado en aquellos casos de 

traslado entre regímenes, entre los cuales se destaca: (i) la información 

que comprende todas las etapas del proceso, desde la antesala de la 

afiliación hasta la determinación de las condiciones para el disfrute 

pensional; (ii) el deber de proporcionar a sus interesados una información 

completa y comprensible, a la medida de la asimetría que se ha de salvar 

entre un administrador experto y un afiliado lego, en materias de alta 

complejidad; (iii) una información que se ha de proporcionar con la 

prudencia de quien sabe que ella tiene el valor y el alcance de orientar al 

potencial afiliado o a quien ya lo está, y que cuando se trata de asuntos 

de consecuencias mayúsculas y vitales, como en el sub lite, la elección 

del régimen pensional, trasciende el simple deber de información, y como  

emanación del mismo reglamento de la seguridad social, la 

administradora tiene el deber del buen consejo, que la compromete a un 

ejercicio más activo al proporcionar la información, de ilustración 

suficiente dando a conocer las diferentes alternativas, con sus beneficios 

e inconvenientes, y aún a llegar, si ese fuere el caso, a desanimar al 

interesado de tomar una opción que claramente le perjudica (sentencia 

CSJ SL, del 9 de sep. 2008, rad. 31989). 

 

De suerte que COLFONDOS S.A no acreditó que le suministró al 

promotor del proceso los suficientes datos y explicaciones del traslado 

respectivo tal y como se expuso en la esfera casacional, máxime que, en 

este asunto, se reitera, están en juego aspectos tan trascendentes como 

la pérdida de la transición, y de contera la imposibilidad de acceder a la 

pensión de vejez, se requiere acudir a una hermenéutica que se avenga 

a los principios que inspiran al sistema y a los regímenes pensionales, en 

los que se prevé el traslado libre y voluntario, e incluso a las 

disposiciones que en la ley así lo imponen. 

Aquí y ahora, se recuerda que no es dable argüir que existe una 

manifestación libre y voluntaria cuando las personas desconocen sobre la 

incidencia que aquella pueda tener frente a sus derechos prestacionales, 

ni puede estimarse satisfecho tal requisito con una simple expresión 

genérica; de allí que desde el inicio haya correspondido a las 



Administradoras de Fondos de Pensiones dar cuenta de que 

documentaron clara y suficientemente los efectos que acarrea el cambio 

de régimen, so pena de declarar ineficaz ese tránsito.” 

 

4. PRESCRIPCIÓN.  

 

Con fundamento en los distintos pronunciamientos de la Corte Suprema 

de Justicia, consolidan su precedente, en el sentido que los reclamos que 

se interpongan, concernientes a la afiliación del régimen pensional, no 

prescriben debido a la naturaleza y características del sistema integral de 

seguridad social. 

 

La tesis antes descrita se encuentra fundamentada en la sentencia SL795-

2013, de radicado 38579, proferida por la Sala Laboral de la Corte 

Suprema de Justicia, del 13 de noviembre de 2013, con ponencia del Dr.  

Rigoberto Echeverry Bueno, en la cual se señaló: 

 

“En efecto, debido a la naturaleza y características del sistema 

integral de seguridad social, generalmente los elementos 

necesarios para darle vida a una pensión de vejez se confeccionan 

dentro del mismo intervalo productivo de los afiliados, con la 

mediación de parámetros tales como la historia laboral o los 

aportes, así como el incremento de la edad, hasta un punto en el 

que la ley presume la merma de la capacidad de trabajo. Sin duda, 

dentro de dicho interregno pueden darse diversas contrariedades 

que, a la postre, pueden impedir que el derecho a la pensión 

nazca legalmente o que lo haga pero de una manera lesiva para 

los intereses del afiliado, en función de la rutina que mantuvo 

frente al sistema, en cuanto a afiliaciones, cotizaciones, ingresos 

bases de cotización, etc.  

 

Por ello, teniendo en cuenta ese ideal constructivo y contributivo, 

que orienta las pensiones de jubilación, lo más justo y adecuado a 

las normas y principios del sistema de seguridad social, es que el 

afiliado tenga la oportunidad de enmendar o perseguir la 

integración de todos aquellos elementos que contribuyen al 

nacimiento de su pensión, o de atacar todas las contrariedades 

que afecten ese derecho en construcción, en cualquier tiempo, de 

manera que cuando cumpla el último de los requisitos necesarios 

para tales efectos, pueda empezar a disfrutar de su descanso de 

una forma remunerada, equilibrada y digna.  

 

Precisamente, el objetivo de las normas que integran el sistema de 

seguridad social es que los afiliados suplan esa merma de la 

capacidad laboral que presume la ley, con la simultánea 

percepción de una prestación que recompense una historia de 

trabajo y de cotizaciones o aportes al sistema, que debe darse, en 

lo posible, de manera inmediata, para que el interesado no vea 

afectado su mínimo vital y móvil.  

 

En ese mismo sentido, resulta contrario a la justicia y a la filosofía 

del sistema que, como parece proponerlo la censura, el afiliado 



tenga que esperar a cumplir la edad mínima de pensión, para 

poder comenzar a reclamar o integrar legalmente los elementos de 

su pensión, a través de procesos administrativos o judiciales 

dispendiosos que, materialmente, pueden representarle una 

negación de su derecho, debido a la edad con la que cuenta.  

 

Es por lo anterior que, se repite, el asegurado está legitimado para  

interponer, en cualquier tiempo, reclamos relacionados con la 

afiliación, las cotizaciones, el ingreso base de cotización y todos 

aquellos componentes de la pensión, cuando está calificado como 

un derecho en construcción y no se ha causado plenamente, de 

manera que no es dable hablar de una petición antes de tiempo, 

así no haya llegado a la edad mínima para pensionarse.  

 

Recientemente, la sentencia SL361-2019 del 13 de febrero de 2.019, de 

radicado 63615, con ponencia del Magistrado Ponente Dr. Jorge Prada 

Sánchez, en un asunto de características análogas al que nos ocupa, se 

refirió a la prescripción de la acción encaminada a lograr la nulidad de 

la afiliación en fondos privados por cambio de régimen, en los siguientes 

términos: 

 

“Así las cosas, la Sala debe ocuparse de verificar si la tesis del 

juzgador de alzada fue equivocada, al resolver sobre el 

vencimiento del plazo para solicitar la nulidad de la afiliación al 

fondo privado por cambio de régimen, desde la perspectiva de  

los artículos 1741, 1743 y 1750 del Código Civil. 

 

De entrada, se advierte que le asiste razón a la recurrente, en 

punto a la indebida aplicación que hizo el ad quem de las normas 

denunciadas, dado que el análisis de la prescripción debió 

elaborarse a partir de las reglas contenidas en los artículos 488 y 

489 del Código Sustantivo del Trabajo, a más del 151 del 

ordenamiento adjetivo laboral, tal cual lo adoctrinó la Corte en 

sentencia CSJ SL9373-2017, en los siguientes términos: 

 

Claro lo anterior, considera la Corte que el problema de derecho 

que le corresponde dilucidar consiste en determinar si, en efecto, 

el artículo 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 

Social posee una laguna normativa en punto a la suspensión de la 

prescripción, la cual debe llenarse mediante la remisión a normas 

de estirpe civil.  

 

Para este fin, conviene recordar que el instituto de la prescripción y 

su interrupción en materia laboral se encuentra regulado en los 

artículos 488 y 489 del Código Sustantivo del Trabajo, que 

disponen: 

 

[…] 

 

A criterio de esta Sala, los citados preceptos no contienen un 

defecto lógico o un vacío en punto a las consecuencias del simple 

reclamo realizado al empleador, que obligue al juez a remitirse a 



disposiciones civiles, por la potísima razón de que ellos regularon 

íntegramente los efectos de esta figura y, al hacerlo, solo le 

atribuyeron el poder de interrumpir la prescripción, esto es, que el 

término que esté corriendo «principia a contarse de nuevo a partir 

del reclamo y por un lapso igual al señalado para la prescripción 

correspondiente». 

 

Por tal motivo, no puede predicarse una laguna normativa en el 

texto del artículo 151 del Código Procesal del Trabajo y de la 

Seguridad Social o 489 del Código Sustantivo del Trabajo, toda 

vez que, se repite, estas disposiciones se ocuparon, de lleno o 

íntegramente, de los efectos del simple reclamo, dentro de los 

cuales no se contempla la suspensión del término, sino su conteo 

de nuevo y por una sola vez. 

 

Consecuente con ello, resulta entonces improcedente la remisión a 

los preceptos civiles que plantea la censura, pues, recuérdese, la 

analogía en asuntos del trabajo se encuentra autorizada siempre 

que no exista una norma aplicable al caso. (subraya la Sala) 

 

De esta suerte, no era en normas civiles en las que debía 

apoyarse el ad quem para solucionar la controversia pues, la 

jurisprudencia tiene definida la aplicación prevalente de la ley 

laboral para la definición de la prescripción de los derechos de los 

trabajadores. 

 

Ahora bien, en punto al error jurídico que se endilga al ad quem 

por haber ignorado la naturaleza irrenunciable del derecho a la 

seguridad social, en la medida en que declaró probada la 

excepción de prescripción, cabe recordar que, al tratarse de una 

controversia de índole pensional, estrechamente asociada al 

derecho fundamental referido, su exigibilidad puede darse en 

cualquier tiempo, en aras de obtener su íntegro reconocimiento, tal 

cual lo ha estimado esta Corporación por ejemplo en sentencia 

CSJ SL8544-2016: 

 

(…) la existencia de renovados y sólidos argumentos en contra del 

criterio vertido en la sentencia CSJ SL, 15 jul. 2003, rad. 19557, y 

en favor de la tesis de la imprescriptibilidad del derecho al reajuste 

pensional por inclusión de nuevos factores salariales, imponen hoy 

a la Sala la rectificación de la postura jurisprudencial atrás 

reseñada. 

 

Para ese propósito, es conveniente empezar por recordar que, de 

acuerdo con el art. 48 de la C.P., la seguridad social es un derecho 

subjetivo de carácter irrenunciable. Esto quiere decir que, en tanto 

derecho subjetivo, es exigible judicialmente ante las personas o 

entidades obligadas a su satisfacción y, en cuanto irrenunciable, 

es un derecho que no puede ser parcial o totalmente objeto de 

dimisión o disposición por su titular, como tampoco puede ser 

abolido por el paso del tiempo o por imposición de las autoridades.  

Ahora bien, la exigibilidad judicial de la seguridad social y, en 

específico, del derecho a la pensión, que se desprende de su 



carácter de derecho inalienable, implica no solo la posibilidad de 

ser justiciado en todo tiempo, sino también el derecho a obtener su 

entera satisfacción, es decir, a que el reconocimiento del derecho 

se haga de forma íntegra o completa.  

 

En efecto, el calificativo irrenunciable de la seguridad social no 

procura exclusivamente por el reconocimiento formal de las 

prestaciones fundamentales que ella comporta, sino que, desde un 

enfoque material, busca su satisfacción in toto, a fin de que los 

derechos y los intereses objeto de protección, sean reales,  

efectivos y practicables. 

 

En este sentido, el derecho a la pensión se ve sustancialmente 

afectado cuando la prestación económica no es reconocida en su 

monto real y con todos los elementos que la integran; si además 

se tiene en cuenta que una pensión deficitaria no cumple su 

propósito de garantizar una renta vitalicia digna y proporcional al 

salario que el trabajador devengó cuando tenía su capacidad 

laboral inalterada.  

 

Por esto, la seguridad social y los derechos subjetivos 

fundamentales que de ella emanan, habilita a sus titulares a 

requerir en cualquier momento a las entidades obligadas a su 

satisfacción, a fin de que liquiden correctamente y reajusten las 

prestaciones a las cifras reales, de modo que cumplan los 

objetivos que legal y constitucionalmente deben tener en un 

Estado social de Derecho.  

 

Así las cosas, la acción encaminada a lograr la nulidad de la 

afiliación en fondos privados por cambio de régimen no está sujeta 

a las reglas de prescripción al estar relacionada con los derechos 

pensionales de la afiliada. De lo que viene de decirse, brota 

patente el error jurídico que cometió el sentenciador de alzada y 

cómo se erigió en un obstáculo que impidió el abordaje de fondo 

del litigio. 

 

Como conclusión, se reitera que la reclamación relacionada con el 

traslado del régimen pensional y su afiliación no es susceptible de verse 

afectada por el fenómeno jurídico de la prescripción, atendiendo a que 

la naturaleza de los hechos que le dan origen está directamente 

relacionada con el derecho pensional, los cuales pueden ser reclamados 

en cualquier tiempo. 

 

PRUEBAS 

 

INTERROGATORIO DE PARTE.  Que deberán absolver los representantes 

legales de las encartadas, COLFONDOS PENSIONES Y CESANTIAS S.A. – 

FONDO DE PENSIONES OBLIGATORIAS, representada legalmente por 

MARCELA GIRALDO GARCIA o por quien haga sus veces, SKANDIA 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIAS S.A (Antes OLD 

MUTUAL PENSIONES Y CESANTÍAS S.A.), representada legalmente por 

JORGE EMILIO PACHECO MONROY o por quien haga sus veces y de la 



ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A., 

representada legalmente por MIGUEL LARGACHA MARTINEZ o por quien 

haga sus veces, en la fecha y hora que indique su despacho.  

 

INFORME JURAMENTADO.  Que habrá de absolver PEDRO NEL OSPINA o 

quien haga sus veces, en calidad de representante legal de la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, para lo 

cual me permitiré adjuntar el cuestionario que deberá absolver en sobre 

cerrado, en el momento en que su despacho lo disponga. 

 

DOCUMENTALES. Para que sean tenidas como tal, me permito aportar las 

siguientes para que sean apreciadas y valoradas de conformidad con su 

capacidad probatoria:  

1. Cédula de ciudadanía de la señora MARÍA DEL CARMEN 

CHICUAZUQUE GIL. (01 folio) 

2. Registro civil de nacimiento. (01 folio) 

3. Historia laboral de Colpensiones, (02 folios) 

4. Certificación Colpensiones, (01 folio) 

5. Certificado expedido por PORVENIR S.A., (01 folio) 

6. Historia laboral del PORVENIR S.A., (12 folios) 

7. Reclamación administrativa radicada ante COLPENSIONES, de 

fecha 22 de marzo de 2.022, (06 folios) 

8. Solicitud realizada ante PORVENIR S.A., de fecha 22 de marzo de 

2.022, junto con sus anexos. (09 folios) 

9. Respuesta otorgada por COLPENSIONES del 22 de marzo de 2.022, 

(03 folios) 

10. Respuesta suministrada por PORVENIR S.A. del 06 de abril de 2.022, 

(04 folios) 

11.  Formulario de afiliación, (folio 01) 

TESTIMONIALES.  Sírvase recepcionar la declaración de las personas que 

se relacionan a continuación, quienes declararán sobre los hechos de la 

demanda, su contestación y las excepciones propuestas, en especial, lo 

que tiene que ver con las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que 

se efectuó la afiliación de la actora a la AFP Colfondos y 

consecuencialmente implico el traslado de régimen pensional, 

información suministrada por los asesores de la AFP demandada, entre 

otros y demás hechos que guarden estrecha relación con los hechos 

objeto del presente proceso:  

 

YONIS GONZALEZ GUZMAN, identificado con Cédula de Ciudadanía No. 

7`931.945. Correo electrónico: gonzalez@fiscalia.gov.co  

 

BIBIANA RODRIGUEZ, identificada con Cédula de Ciudadanía No. 

20`585.316. Correo electrónico: bibiana.rodriguez@fiscalia.gov.co  

 

CLAUDIA SUSANA NAVARRETE, identificada con Cédula de Ciudadanía 

No. 51´740.799. Correo electrónico: bibiana.rodriguez@fiscalia.gov.co  

 

 

 

 

mailto:gonzalez@fiscalia.gov.co
mailto:bibiana.rodriguez@fiscalia.gov.co
mailto:bibiana.rodriguez@fiscalia.gov.co


PROCESO, COMPETENCIA Y CUANTIA 

 

Por la naturaleza del proceso y por la vecindad de las partes, es usted 

competente para conocer de este proceso, en primera instancia. Según 

el artículo 2 de la ley 712 de 2.001, numeral 4, la Jurisdicción Ordinaria 

laboral es competente de todos los conflictos referentes al sistema de 

Seguridad Social Integral. Este proceso considero que debe tramitarse 

como un proceso Ordinario de primera instancia, por superar los 20 

S.M.L.M.V. La cuantía es superior a 200 millones de pesos. 

 

JURAMENTO 

 

Me permito manifestar a este despacho bajo la gravedad de juramento, 

que los correos electrónicos de las demandadas COLFONDOS PENSIONES 

Y CESANTIAS S.A. – FONDO DE PENSIONES OBLIGATORIAS, SKANDIA 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIAS S.A (Antes OLD 

MUTUAL PENSIONES Y CESANTÍAS S.A.) y ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 

PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A., corresponde a los registrados por 

las respectivas entidades como dirección de notificación judicial ante la 

Cámara de Comercio.  

 

En cuanto al correo electrónico de la demanda Colpensiones, el mismo 

corresponde al registrado por esta entidad en su sitio web 

www.colpensiones.gov.co como correo para recibir exclusivamente 

notificaciones de la rama judicial.  

 

NOTIFICACIONES 

 

LA DEMANDANTE, las recibirá en la Carrera 4 No.0-25 Balcones de Hijala 

Apto. 504. Cajicá- Cundinamarca. Correo electrónico: 

carmenmaria_1980@hotmail.com /  impovedac@unal.edu.co  

 

LAS DEMANDADAS, las recibirán así:  

 

SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 

COLFONDOS S.A. y su representante legal las recibirán en la Calle 67 No. 7 

– 94 de esta ciudad. Dirección electrónica para notificaciones judiciales: 

procesosjudiciales@colfondos.com.co 

 

SKANDIA ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIAS S.A 

(Antes OLD MUTUAL PENSIONES Y CESANTÍAS S.A.) y su representante legal 

las recibirán en la Av. 19 No. 109 A 30 de esta ciudad. Dirección 

electrónica para notificaciones judiciales: cliente@skandia.com.co  

 

SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 

PORVENIR S.A. y su representante legal las recibirán en la Carrera 13 No. 

26 A 65 de esta ciudad. Dirección electrónica para notificaciones 

judiciales: notificacionesjudiciales@porvenir.com.co  

 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES y su 

representante legal las recibirán en la carrera 10 No. 72 – 33 Torre B Piso 

http://www.colpensiones.gov.co/
mailto:carmenmaria_1980@hotmail.com
mailto:impovedac@unal.edu.co
mailto:procesosjudiciales@colfondos.com.co
mailto:cliente@skandia.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@porvenir.com.co


11 de esta ciudad. Dirección electrónica para notificaciones judiciales: 

notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co   

 

LA SUSCRITA APODERADA, las recibiré en la Secretaría de su despacho, o 

en mi oficina de abogada ubicada en la o en la calle 17 # 4-68 of. 1007 

Edificio Proas de la ciudad de Bogotá a través del correo electrónico:  

criverag@yahoo.com.ar. Tels: (601) 717 84 15 / (313) 887 32 61 

 

Del(a) Señor(a) Juez,    

 

CATALINA RIVERA GÓMEZ 

C.C. No.  52´350.839 de Bogotá 

T.P.    No. 126.526 del  C. S. de la J. 

mailto:notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co
mailto:criverag@yahoo.com.ar
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